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PODER EJECUTIVO

La Legislatura de la Provincia de Córdoba
Sanciona con Fuerza de

Ley: 11059

Sistema de Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados  

de la Provincia de Córdoba

 

Capítulo I

Disposiciones Generales

	 Artículo 1º.- Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer los li-

neamientos necesarios para la conservación, la protección, el mejoramien-

to y la realización de obras en los caminos rurales no pavimentados del 

territorio provincial a través de un Sistema de Gestión Integral, con el fin de 

contribuir al desarrollo de la actividad agropecuaria, industrial y turística ge-

nerando un mejor aprovechamiento de los recursos y procurando mayores 

beneficios a la comunidad.

La presente Ley no rige para los caminos rurales que pertenezcan a la Red 

Primaria Provincial.

	 Artículo 2º.- Acciones. En el marco de la presente Ley, se desarrollarán 

las siguientes acciones, sin perjuicio de otras que se encuentren relaciona-

das al cumplimiento del objeto de la misma:

a)	 Elaborar proyectos de obras y trabajos que resulten necesarios a los 

fines de la conservación y mejora de los caminos rurales no pavimentados 

de la provincia de Córdoba;

b)	 Desarrollar planes estratégicos de gestión de recursos para la reali-

zación de las obras y trabajos a los fines de su optimización, teniendo en 

cuenta el mayor beneficio para la comunidad;

c)	 Llevar adelante estudios con el fin de conocer el estado de las juris-

dicciones y zonas de influencia y de actuación de los entes previstos en la 

presente Ley, para determinar las prioridades de cada una de ellas;

d)	 Incentivar la inversión de los sectores involucrados a los fines del finan-

ciamiento de las acciones que se desarrollen en el marco de esta norma;

e)	 Coordinar la intervención de otras áreas técnicas ajenas a la Autoridad 

de Aplicación cuando la ejecución de las obras y trabajos así lo requieran, 

y resulten beneficiosas para los caminos rurales no pavimentados de la 

provincia de Córdoba, y 

f)	 Realizar acciones tendientes a los fines de obtener financiamiento para 

el cumplimiento del objeto de la presente Ley, a través de los organismos 

competentes en la materia. 

	 Artículo 3º.- Autoridad de Aplicación. El Ministerio de Bioagroindustria 

o el organismo que lo reemplace en sus competencias, es la Autoridad de 

Aplicación de la presente Ley.

La Autoridad de Aplicación, en el ámbito de las competencias estableci-

das en la presente Ley, ejerce facultades de policía administrativa en los 

caminos rurales no pavimentados de la provincia de Córdoba con el fin de 

asegurar el cumplimiento de las disposiciones de esta norma.

	 Artículo 4º.- Facultades. La Autoridad de Aplicación, a los fines del 

cumplimiento del objeto de la presente Ley, tiene las siguientes facultades:

a)	 Fomentar la creación y ordenamiento de los Consorcios Camine-

ros Regionales, los Consorcios Camineros, las Unidades Ejecutoras de 

Obras y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos; con faculta-

des en cada jurisdicción de fiscalización, control y vigilancia desde el 

momento de su creación y en cuanto al funcionamiento de los mismos, 

conforme lo establecido en la presente Ley y las normas reglamenta-

rias que se dicten al efecto;

b)	 Contratar con los Consorcios Camineros Regionales, los Consorcios 

Camineros y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos, debidamen-

te reconocidos, la ejecución de los proyectos, planificación, estudios, obras, 

trabajos, servicios y todas las acciones que impliquen la conservación, me-

jora y construcción de los caminos rurales no pavimentados del territorio 

provincial, conforme los procedimientos que se desarrollen en virtud del 

carácter de los entes mencionados;

c)	 Contratar con el Consorcio Caminero Único de acuerdo a lo establecido 

en las Leyes Nros. 10546, 10622, 10675 y sus modificatorias;
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d)	 Contratar a terceros, a través de los procedimientos habilitados por 

la normativa vigente en la materia, los proyectos, planificación, estudios, 

obras, trabajos, servicios y todas las acciones que impliquen la conserva-

ción, el mejoramiento y la realización de obras para los caminos rurales no 

pavimentados del territorio provincial, cuando resulte necesario a los fines 

de la mejor consecución del objeto de la presente Ley;

e)	 Otorgar, en caso de uso especial de los caminos rurales no pavimenta-

dos de la provincia de Córdoba, la autorización correspondiente y estable-

cer los mecanismos necesarios para preservar su estado y transitabilidad, 

así como para la reparación de los daños ocasionados por las actividades 

autorizadas. Los permisionarios o beneficiarios de dicho uso especial son 

responsables de los costos de reparación, conforme a lo establecido en la 

Ley de Tránsito Nº 8560 (T.O. Ley Nº 9169) y su normativa reglamentaria;

f)	 Coordinar y colaborar con las fuerzas de seguridad en la realización de 

controles de carga y velocidad de los vehículos y maquinaria agrícola que tran-

siten por los caminos rurales no pavimentados de la provincia de Córdoba, con 

especial atención en los días que se presenten condiciones climáticas adver-

sas para resguardar la transitabilidad y evitar el deterioro de los mismos;

g)	 Realizar actividades, servicios, programas y acciones tendientes a 

garantizar la transitabilidad, el acceso y la conservación de los caminos 

rurales no pavimentados;

h)	 Otorgar subsidios o aportes no reintegrables a la Asociación de Con-

sorcios Camineros, a los Consorcios Camineros Regionales, al Consorcio 

Caminero Único, a los Consorcios Camineros y a los Consorcios de Ges-

tión de Caminos y Suelos, debidamente reconocidos para el fomento y 

fortalecimiento de sus estructuras internas, y adquisición de bienes;

i)	 Suscribir Convenios, Acuerdos y demás instrumentos legales que co-

rrespondan, con las demás reparticiones públicas que tengan algún interés 

respecto de los caminos rurales no pavimentados del territorio provincial, 

a los fines de establecer acciones conjuntas que propendan a un mejor 

cumplimiento de la presente Ley;

j)	 Dictar todas las normas de interpretación, instrucciones, directivas y 

disposiciones que resulten necesarias o convenientes para la mejor opera-

tividad del Sistema Integral de Gestión de Caminos Rurales No Pavimenta-

dos y el logro de sus objetivos;

k)	 Consensuar, cuando lo considere necesario, con la Asociación de 

Consorcios Camineros y la Comisión de Enlace de Entidades Agrope-

cuarias -Regional Córdoba- las medidas tendientes a la conservación, 

el mejoramiento y la realización de obras, en los caminos rurales no 

pavimentados del territorio provincial;

l)	 Hacer cumplir todas las disposiciones legales y reglamentarias de ín-

dole vial y en materia de tránsito en los caminos rurales no pavimentados 

de la provincia de Córdoba, estando facultada para requerir el auxilio de la 

fuerza pública y orden de allanamiento en los casos que fuera necesario 

para dichos fines. Asimismo, propondrá las normas sobre carga y dimen-

siones de vehículos que transiten sobre los caminos rurales no pavimenta-

dos de la provincia con facultades para aplicar multas y retener vehículos;

m)	 Individualizar los bienes que pudieran estar afectados a la declaración 

de utilidad pública y sujetos a expropiación, conforme lo establecido en el 

artículo 40 de la presente Ley, a fin de cumplimentar con los trámites de la 

Ley Nº 6394 -Régimen de Expropiación-, así como aprobar los convenios 

de adquisición directa por avenimiento de inmuebles expropiados;

n)	 Establecer las condiciones generales del trazado y ancho de los cami-

nos provinciales pertenecientes a la Red Terciaria;

o)	 Individualizar los bienes que sean propiedad de la provincia por 

haber sido adquiridos por usucapión, conforme a lo determinado en el 

artículo 1899 del Código Civil y Comercial de la Nación, para lo cual 

está facultada a iniciar el procedimiento previsto en Ley Nº 10580 y 

sus normas complementarias, todo en el marco de la Ley Nacional Nº 

21477, de prescripción adquisitiva administrativa, y

p)	 Especificar los bienes inmuebles que carezcan de dueño, para lo 

cual está facultada a invocar el inciso a) del artículo 236 del Código 

Civil y Comercial de la Nación y solicitar las informaciones administra-

tivas en la Dirección General de Catastro y del Registro General de la 

Provincia, a efectos de determinar dicha situación. En su caso puede 

solicitar la afectación al dominio público provincial a los fines de que 

las fracciones queden en el ámbito jurídico previsto en el inciso f) del 

artículo 235 del mismo cuerpo legal.

	 Artículo 5º.- Titularidad de la vía. Los caminos rurales no pavimentados 

del territorio provincial son de propiedad exclusiva de la provincia de Córdoba y 

ejerce su titularidad a través de la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.

La titularidad de los caminos que, en virtud de las obras y trabajos que se 

realicen en el marco de la presente Ley, se transformen en pavimentados, 

cumpliendo con los requisitos establecidos por las leyes que rigen en la 

materia, será ejercida, a partir de la recepción definitiva, por la Dirección de 

Vialidad o el organismo que lo reemplace en sus competencias.

La Dirección de Vialidad puede proyectar y ejecutar obras de pavimenta-

ción, puentes u otras intervenciones estructurales sobre caminos rurales 

no pavimentados pertenecientes a la red secundaria de la provincia de 

Córdoba, previa notificación y coordinación con la Autoridad de Aplicación 

de la presente Ley, siempre que se adecuen a los planes estratégicos defi-

nidos en el marco del Sistema de Gestión Integral de Caminos Rurales No 

Pavimentados de la provincia de Córdoba.

	 Artículo 6º.- Libre tránsito. La provincia de Córdoba, a través de la 

Autoridad de Aplicación de la presente Ley, garantiza el libre tránsito en los 

caminos rurales no pavimentados siempre que se cumplan con las dispo-

siciones legales y reglamentarias de índole vial y en materia de tránsito.

	 Artículo 7º.- Construcciones sobre caminos preexistentes. Los frentis-

tas no pueden ejecutar nuevas construcciones de accesos en los caminos 

rurales no pavimentados de la provincia de Córdoba sin la previa autoriza-

ción de la Autoridad de Aplicación, la que fija, vía resolutiva mediante, los 

tipos de obras y normas técnicas a seguir y puede recabar el auxilio de la 

fuerza pública a fin de deshacer toda obra no autorizada.

Capítulo II

Sistema de Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados

	 Artículo 8º.- Sistema de Gestión Integral. La conservación y mejora 

de los caminos rurales no pavimentados del territorio provincial se lleva a 
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cabo a través de un Sistema de Gestión Integral que permite una sinergia 

permanente entre el sector privado y el sector público.

El Sistema está conformado por la Asociación de Consorcios Camineros, 

los Consorcios Camineros Regionales, el Consorcio Caminero Único, los 

Consorcios Camineros, las Unidades Ejecutoras de Obras y los Consor-

cios de Gestión de Caminos y Suelos.

La Autoridad de Aplicación tiene a su cargo la coordinación de los entes 

mencionados a los fines de lograr el cumplimiento de los objetivos previs-

tos en la presente Ley.

	 Artículo 9º.- Servicio de conservación y obras de mejora. El Sistema 

de Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados comprende tan-

to el servicio de conservación, así como la realización de obras de mejora 

y construcción.

La conservación de los caminos rurales no pavimentados correspondien-

tes a la red vial provincial, abarca la ejecución de acciones en la zona de 

banquina de los mencionados caminos, conforme lo establezcan la regla-

mentación de la presente Ley y las normas vigentes en la materia.

	 Artículo 10.- Control, inspección y fiscalización. La Autoridad de Aplica-

ción tiene a su cargo el control, la inspección y la fiscalización de las tareas, 

trabajos, obras y acciones que se realicen en el marco del Sistema de Ges-

tión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados del territorio provincial, 

de conformidad a lo establecido en las leyes que rigen la materia.

La Autoridad de Aplicación, por intermedio de sus funcionarios o agen-

tes y en ejercicio de las facultades de control, inspección y fiscaliza-

ción, puede ingresar a predios públicos o privados, con el fin de corro-

borar la existencia o no de obras, así como la presencia de hechos y 

situaciones que afecten el cumplimiento de los fines establecidos por 

la presente Ley; pudiendo, en caso de oposición o impedimento a dicho 

ingreso, hacer uso de la fuerza pública, conforme los procedimientos 

legales que correspondan, solicitando a tal fin las órdenes de allana-

miento necesarias.

	 Artículo 11.- Asociación de Consorcios Camineros. La Asociación de 

Consorcios Camineros es una persona jurídica de derecho público no es-

tatal, está integrada por todos los Consorcios Camineros Regionales, los 

Consorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos 

de la provincia de Córdoba, y se rige exclusivamente por lo dispuesto en la 

presente Ley, el estatuto aprobado al efecto por la Autoridad de Aplicación 

y las demás normas reglamentarias que regulen su ejercicio.

	 Artículo 12.- Objeto. La Asociación de Consorcios Camineros carece de 

fines de lucro y tiene por objeto la realización de actividades de incumbencia 

común de los consorcios camineros que la integran. Sus objetivos son:

a)	 Participar en las relaciones institucionales entre los Consorcios Ca-

mineros Regionales, los Consorcios Camineros, los Consorcios de Ges-

tión de Caminos y Suelos, y la Autoridad de Aplicación a requerimiento de 

aquellos, con el fin de fortalecer las relaciones institucionales entre ambos;

b)	 Proveer asistencia y asesoramiento legal y contable a todos los consor-

cios camineros que lo requieran;

c) Elaborar informes acerca del estado, del mantenimiento y de la conservación 

de los caminos a cargo de cada uno de los Consorcios Camineros Regionales, 

Consorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos;

d)	 Distribuir subsidios y administración de fondos para el reequipamien-

to de los Consorcios Camineros Regionales, Consorcios Camineros y los 

Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos;

e)	 Participar en la distribución de subsidios y en la administración de los 

fondos que se destinen al reequipamiento de los Consorcios Camineros 

Regionales, los Consorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de Ca-

minos y Suelos, con el objeto de eficientizar los mencionados recursos; 

f)	 Proponer medidas tendientes a mejorar el Sistema de Gestión Integral 

de Caminos Rurales No Pavimentados del territorio provincial;

g)	 Emitir opinión a requerimiento de la Autoridad de Aplicación en los ca-

sos de intervención, disolución, transformación o fusión de los Consorcios 

Camineros Regionales, de los Consorcios Camineros y los Consorcios de 

Gestión de Caminos y Suelos;

h)	 Proponer la realización de obras relacionadas al Sistema de Gestión 

Integral de Caminos Rurales No Pavimentados que tengan como finalidad 

el desarrollo del sector agropecuario;

i)	 Colaborar en el seguimiento, control y monitoreo de las obras que ejecuten 

los Consorcios Camineros Regionales, los Consorcios Camineros y los Con-

sorcios de Gestión de Caminos y Suelos, para garantizar el cumplimiento de 

los objetivos de la presente Ley y la transparencia en el uso de los recursos;

j)	 Realizar auditorías internas de los estados contables y administrativos 

junto con los Consorcios Camineros Regionales, de los Consorcios Cami-

neros y de los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos que integran la 

mencionada Asociación, y 

k)	 Implementar y desarrollar todas las acciones que resulten necesarias 

para la consecución de sus fines.

	 Artículo 13.- Consorcios Camineros Regionales. Los Consorcios Ca-

mineros Regionales son considerados personas jurídicas de derecho pú-

blico no estatales siempre que cuenten con el debido reconocimiento como 

tales por parte de la Autoridad de Aplicación, de conformidad a lo dispuesto 

por la presente Ley y su reglamentación.

Las acciones que realicen en el marco del Sistema de Gestión Integral de 

Caminos Rurales No Pavimentados del territorio provincial pueden ser eje-

cutadas por sí, a través de los Consorcios Camineros, de los Consorcios de 

Gestión de Caminos y Suelos, de las Unidades Ejecutoras de Obras que 

los integren o de terceros.

Asimismo, pueden contratar privadamente para la realización y ejecución 

de obras y trabajos para terceros, y ejecutar obras con reparticiones oficia-

les, instituciones públicas, privadas y particulares, conforme lo determine 

la reglamentación.

Los Consorcios Camineros Regionales no tienen ánimo de lucro, en caso 

de que por su actividad se obtengan utilidades, las mismas deben ser in-
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vertidas de acuerdo a lo dispuesto por la presente Ley y a lo que determine 

su reglamentación.

	 Artículo 14.- Constitución e integración de Consorcios Camineros Re-

gionales. Los Consorcios Camineros Regionales se constituyen mediante 

Asamblea Pública llevada a cabo a tales efectos, con debida notificación 

y previa autorización para su realización de la Autoridad de Aplicación, y 

están integrados por los Consorcios Camineros, los Consorcios de Gestión 

de Caminos y Suelos y/o las Unidades Ejecutoras de Obras debidamente 

reconocidos como tales por la Autoridad de Aplicación y conforme desarro-

llen sus acciones en la jurisdicción de aquel.

La Autoridad de Aplicación puede designar un representante para integrar 

el Consorcio Caminero Regional, con el objeto de coordinar conjuntamente 

las acciones previstas en la presente Ley.

Los Consorcios Camineros Regionales, a los fines de agilizar la gestión 

administrativa pueden ejercer, ante la Autoridad de Aplicación, la repre-

sentatividad de los Consorcios Camineros y de los Consorcios de Gestión 

de Caminos y Suelos que lo compongan para la mejor consecución de las 

acciones previstas en la presente Ley.

	 Artículo 15.- Consorcios Camineros. Los Consorcios Camineros son 

considerados personas jurídicas de derecho público no estatales siempre 

que cuenten con el debido reconocimiento como tales por parte de la Auto-

ridad de Aplicación, de conformidad a lo dispuesto por la presente Ley y su 

reglamentación. Deben integrar obligatoriamente un Consorcio Caminero 

Regional, conforme sea determinado por la Autoridad de Aplicación, en 

base a su zona de influencia.

Tienen injerencia en todas las acciones que se desarrollen en el marco 

del Sistema de Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados del 

territorio provincial y les sean derivadas por la Autoridad de Aplicación, el 

Consorcio Caminero Único o los Consorcios Camineros Regionales.

Asimismo, pueden contratar privadamente para la realización y ejecución 

de obras y trabajos para terceros, y ejecutar obras con reparticiones oficia-

les, instituciones públicas, privadas y particulares, conforme lo determine 

la reglamentación.

Los Consorcios Camineros no tienen ánimo de lucro, en caso de que por su 

actividad se obtengan utilidades, las mismas deben ser invertidas de acuerdo a 

lo dispuesto por la presente Ley y a lo que determine su reglamentación.

	 Artículo 16.- Constitución e integración de Consorcios Camineros. Los 

Consorcios Camineros se constituyen mediante Asamblea Pública llevada 

a cabo a tales efectos, con debida notificación y previa autorización para 

su realización de la Autoridad de Aplicación, y están integrados por consor-

cistas y miembros adherentes.

Los miembros consorcistas pueden ser personas humanas mayores de 

edad o personas jurídicas legalmente constituidas y reconocidas como ta-

les, y deben acreditar su domicilio real, legal o el de su explotación en la 

zona de influencia del Consorcio Caminero.

La Autoridad de Aplicación puede designar un representante para integrar 

el Consorcio Caminero, con el objeto de coordinar conjuntamente las ac-

ciones previstas en la presente Ley.

Los miembros adherentes pueden ser personas humanas mayores de 

edad o personas jurídicas legalmente constituidas y reconocidas como 

tales, y deben acreditar intereses dentro de la zona de influencia del Con-

sorcio Caminero, sólo tienen voz.

	 Artículo 17.- Unidades Ejecutoras de Obras. Las Unidades Ejecutoras 

de Obras son creadas y reconocidas como tales por la Autoridad de Apli-

cación, no poseen personería jurídica propia y actúan como órganos sub 

ejecutores de las obras y acciones que le sean encomendadas por el Con-

sorcio Caminero Regional que integren en el marco del Sistema de Gestión 

Integral de Caminos Rurales No Pavimentados del territorio provincial.

Los Consorcios Camineros debidamente reconocidos pueden, a solicitud 

de los mismos y previa autorización de la Autoridad de Aplicación o por dis-

posición fundamentada de esta, transformarse en Unidades Ejecutoras de 

Obras, de acuerdo a los criterios que se establezcan en la reglamentación.

	 Artículo 18.- Integración de las Unidades Ejecutoras de Obras. Las Unida-

des Ejecutoras de Obras se constituyen mediante Acta labrada a tales efectos, 

pertenecerán a un Consorcio Caminero Regional de acuerdo a su zona de 

influencia y están integradas por personas humanas y personas jurídicas.

Las personas humanas mayores de edad y personas jurídicas legalmente 

constituidas y reconocidas como tales deben acreditar su domicilio real, legal o 

el de su explotación en la zona de influencia de la Unidad Ejecutora de Obras. 

	 Artículo 19.- Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos. Los Con-

sorcios de Gestión de Caminos y Suelos son aquellos cuya creación se 

dispone por el procedimiento de fusión especial dispuesto en el artículo 50 

de la presente Ley o cuando con motivo de la inexistencia de un Consorcio 

de Conservación de Suelos en la jurisdicción de un Consorcio Caminero, 

la Autoridad de Aplicación le otorgue a éste las funciones establecidas en 

la Ley Nº 8863 para el mejor aprovechamiento de recursos y la gestión de 

las acciones previstas en la mencionada Ley y la presente norma.

La Autoridad de Aplicación puede designar un representante para integrar 

el Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos con el objeto de coordinar 

conjuntamente las acciones previstas en la presente Ley.

Tienen injerencia en todas las acciones que se desarrollen en el marco del 

Sistema de Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados del te-

rritorio provincial y en las facultades derivadas de la Ley Nº 8863, respecto 

de la conservación de los suelos.

Asimismo, pueden contratar privadamente para la realización y ejecución 

de obras y trabajos para terceros, y ejecutar obras con reparticiones oficia-

les, instituciones públicas, privadas y particulares, conforme lo determine 

la reglamentación.

	 Artículo 20.- Existencia y funcionamiento de los Consorcios de 

Gestión de Caminos y Suelos. La existencia de un Consorcio de Ges-

tión de Caminos y Suelos en determinada jurisdicción impide la crea-

ción en la misma de un nuevo Consorcio Caminero y/o Consorcio de 

Conservación de Suelos. 

Los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos se constituyen y funcio-

nan de acuerdo a las disposiciones previstas para los Consorcios Camine-

ros en la presente Ley.
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	 Artículo 21.- Jurisdicción. Zona de influencia. Los Consorcios Camine-

ros Regionales desarrollan sus actividades dentro de su jurisdicción, la que 

es determinada por la Autoridad de Aplicación conforme los criterios técni-

cos que impliquen la mejor gestión de los recursos para la consecución del 

objeto de la presente Ley.

Los Consorcios Camineros, las Unidades Ejecutoras de Obras y los Con-

sorcios de Gestión de Caminos y Suelos desarrollan sus actividades en su 

zona de influencia, la que es determinada por la Autoridad de Aplicación 

dentro de la jurisdicción del Consorcio Caminero Regional al que pertenez-

can, conforme los criterios técnicos que impliquen la mejor gestión de los 

recursos para la consecución del objeto de la presente Ley. 

	 Artículo 22.- Denominación.  La denominación del Consorcio Camine-

ro Regional, de los Consorcios Camineros, de las Unidades Ejecutoras de 

Obras y de los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos es establecida 

por la Autoridad de Aplicación a propuesta de estos.

Asimismo, la Autoridad de Aplicación le otorga un número de registro a los 

fines de su identificación.

El Consorcio Caminero Regional, los Consorcios Camineros, las Unidades 

Ejecutoras de Obras y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos, 

una vez creados son inscriptos en el Registro correspondiente que llevará 

a tales efectos la Autoridad de Aplicación.

Capítulo III

Órganos. Asambleas. Miembros. Funcionamiento Interno

	 Artículo 23.- Órganos. La Asociación de Consorcios Camineros, los 

Consorcios Camineros Regionales, los Consorcios Camineros y los Con-

sorcios de Gestión de Caminos y Suelos tienen los siguientes órganos:

a)	 Asamblea General;

b)	 Comisión Directiva, y

c)	 Comisión Revisora de Cuentas.

	 Artículo 24.- Asamblea. Constitución. La Asamblea General es la 

máxima autoridad de la Asociación de Consorcios Camineros, de los 

Consorcios Camineros Regionales, de los Consorcios Camineros y de los 

Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos, respectivamente, y la misma 

puede ser Ordinaria o Extraordinaria.

La Asamblea General de la Asociación de Consorcios Camineros está 

constituida por los Consorcios Camineros Regionales y los Consorcios 

Camineros a través de sus representantes, quienes tienen voz y voto 

en la misma.

La Asamblea General de los Consorcios Camineros Regionales está cons-

tituida por los Consorcios Camineros, los Consorcios de Gestión de Cami-

nos y Suelos y las Unidades Ejecutoras de Obras a través de sus represen-

tantes y tienen voz y voto en la misma.

La Asamblea General de los Consorcios Camineros y de los Consorcios de 

Gestión de Caminos y Suelos está constituida por los miembros consorcis-

tas quienes tienen voz y voto en la misma, y por los miembros adherentes 

quienes solo tienen voz.

Los representantes de la Autoridad de Aplicación en los Consorcios Ca-

mineros Regionales, en los Consorcios Camineros y en los Consorcios de 

Gestión de Caminos y Suelos tienen voz y voto. 

	 Artículo 25.- Asamblea General Ordinaria. La Asamblea General Or-

dinaria debe convocarse anualmente dentro de los ciento ochenta días 

del cierre del ejercicio anual, que opera el 31 de diciembre de cada año 

calendario, y considerará:

a)	 El Orden del Día;

b)	 La aprobación de la memoria, inventario, balance o registros contables 

con el detalle de las cuentas de ingresos y egresos, correspondientes al 

ejercicio vencido;

c)	 El estado de cuenta a la fecha de realización de la Asamblea;

d)	 La actualización del padrón de socios y adherentes, y las cuotas que 

deban abonar los consorcistas;

e)	 Los demás asuntos que hayan sido incluidos en el Orden del Día o 

los que se sometan a consideración de la Asamblea Ordinaria mediante 

moción de orden aprobada por al menos el diez por ciento (10%) de los 

miembros presentes;

f)	 El dictado del Estatuto del Consorcio y la introducción de modificacio-

nes al mismo, y

g)	 La elección de los miembros de la Comisión Directiva y de los integran-

tes de la Comisión Revisora de Cuentas.

	 Artículo 26.- Asamblea General Extraordinaria. La Asamblea Gene-

ral Extraordinaria se reúne toda vez que sea convocada por la Comisión 

Directiva o cuando lo solicite no menos del veinte por ciento (20%) del 

total de miembros, en condiciones de emitir su voto, de la Asociación de 

Consorcios Camineros, del Consorcio Caminero Regional, del Consorcio 

Caminero o del Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos, según corres-

ponda. Compete a la Asamblea General Extraordinaria:

a)	 La remoción de la Comisión Directiva;

b)	 Decidir sobre la responsabilidad de los miembros de la Comisión Di-

rectiva, y

c)	 Todo otro asunto que no haya podido ser tratado en ocasión de la 

Asamblea General Ordinaria. 

	 Artículo 27.- Quorum. La mitad más uno de los consorcistas en con-

diciones de votar forma el quorum legal de la Asamblea General y sus 

resoluciones son válidas por simple mayoría de votos.

Para el caso que no se reúna el quórum legal, la Asamblea sesionará 

válidamente, cuando transcurrida una hora, se encuentren presentes no 

menos de quince por ciento de consorcistas en condiciones de votar, ese 

número nunca podrá ser menor de diez. 

	 Articulo 28.- Comisión Directiva. La Dirección y Administración de la 

Asociación de Consorcios Camineros, del Consorcio Caminero Regional, 

del Consorcio Caminero y del Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos, 

respectivamente, está a cargo de una Comisión Directiva compuesta de 

hasta ocho miembros, a saber: un Presidente, un Vicepresidente, un Se-

cretario, un Tesorero y un mínimo de dos Vocales.

Los municipios y comunas, en su calidad de miembros consorcistas, sólo 

pueden ocupar cargos de Vocales.
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Los miembros adherentes no pueden formar parte de la Comisión Directiva.

	 Artículo 29.- Duración de los mandatos. Los miembros de la Comisión 

Directiva duran cuatro años en el ejercicio de sus mandatos y pueden ser 

reelectos por un único período consecutivo en un mismo cargo.

Excepcionalmente, la Autoridad de Aplicación puede autorizar la reelección 

por más de un período consecutivo en un mismo cargo cuando no existan 

nuevos postulantes para cubrirlo. 

	 Artículo 30.- Carácter de las designaciones. Los miembros de la Comisión 

Directiva de los Consorcios Camineros Regionales, de los Consorcios Camine-

ros y de los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos no perciben retribu-

ción alguna por el desempeño del cargo, siendo sus tareas ad honorem. 

	 Artículo 31.- Comisión Revisora de Cuentas. La fiscalización de lo ac-

tuado por la Comisión Directiva está a cargo de una Comisión Revisora 

de Cuentas integrada por dos consorcistas titulares, que son designados 

en la misma Asamblea en que se elija la Comisión Directiva del Consorcio 

respectivo y por el mismo período.

Los revisores de cuentas no integran la Dirección del Consorcio y tienen 

como misión específica la de realizar un efectivo contralor de la gestión de 

la Comisión Directiva del Consorcio.

	 Artículo 32.- Unidades Ejecutoras de Obras. Comité Ejecutivo. Las 

Unidades Ejecutoras de Obras funcionan a través de un Comité Ejecutivo 

compuesto por tres miembros, entre los que se designa un Presidente, 

quien ejerce la representación de la misma por ante el Consorcio Caminero 

Regional al que pertenece y una Comisión General conformada por los 

demás integrantes de la Unidad.

Los miembros del Comité Ejecutivo son electos cada cuatro años en 

una reunión de la Comisión General convocada a tales efectos por 

el Consorcio Caminero Regional al que pertenecen, y sus cargos son 

desempeñados ad honorem.

	 Artículo 33.- Unidades Ejecutoras de Obras. Funciones del Comité 

Ejecutivo. El Comité Ejecutivo de las Unidades Ejecutoras de Obras tiene 

las siguientes funciones:

a)	 Realizar las tareas y las obras que le sean encomendadas por el Consor-

cio Caminero Regional al que pertenezcan en el marco del Sistema de Gestión 

Integral de Caminos Rurales No Pavimentados de la provincia de Córdoba;

b)	 Informar al Consorcio Caminero Regional del que dependen el estado 

de los caminos rurales no pavimentados que pertenecen a su zona de 

influencia, y

c)	 Proponer al Consorcio Caminero Regional las tareas y las obras que 

resulten necesarias de ejecutar para asegurar la transitabilidad de los ca-

minos rurales no pavimentados ubicados en su zona de influencia.

	 Artículo 34.- Unidades Ejecutoras de Obras. Funcionamiento de la 

Comisión General. La mitad más uno de los miembros en condiciones de 

votar forma el cuórum legal de la Comisión General y sus resoluciones son 

válidas por simple mayoría de votos.

Para el caso que no se reúna el quórum legal, la Comisión sesionará váli-

damente luego de transcurrida una hora de la convocatoria si se encuen-

tran presentes no menos del diez por ciento (10%) de los miembros en 

condiciones de votar, ese número nunca podrá ser menor de cinco.

Los miembros de la Comisión General cuentan con voz y voto.

	 Artículo 35.- Certificados de pago de los contratos. Los Consor-

cios Camineros Regionales, los Consorcios Camineros y los Consor-

cios de Gestión de Caminos y Suelos quedan exceptuados de la obli-

gatoriedad de suscribir los certificados de pago emitidos para abonar 

obras realizadas, pudiendo endosarlos a terceros previa autorización 

de la Autoridad de Aplicación.

	 Artículo 36.- Contratación de terceros. Los Consorcios Camineros 

Regionales, los Consorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de 

Caminos y Suelos pueden contratar a terceros para la ejecución de las 

obras y trabajos que le sean encomendados en el marco del Sistema de 

Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados del territorio provin-

cial, siendo responsables por la obligaciones y efectos que deriven de los 

contratos suscriptos en consecuencia.

Dicha subcontratación no exime de responsabilidad a los Consorcios Ca-

mineros Regionales, los Consorcios Camineros y los Consorcios de Ges-

tión de Caminos y Suelos, respecto de las obligaciones asumidas con la 

Autoridad de Aplicación.

Asimismo, pueden realizar obras y trabajos encomendados por terceros 

siempre que el producido de las mismas, obligatoriamente, se destine a la 

compra de maquinaria y/o al fortalecimiento del Consorcio Caminero Re-

gional, del Consorcio Caminero y del Consorcios de Gestión de Caminos 

y Suelos en cuestión.

Capítulo IV

Consejo Consultivo

	 Artículo 37.- Constitución. Funciones. La Autoridad de Aplicación 

puede constituir un Consejo Consultivo permanente como órgano de 

consulta, asesoramiento y colaboración -de opinión no vinculante-, 

respecto de todo lo relacionado con la implementación, difusión, de-

sarrollo y ejecución de la presente norma. Los integrantes del Consejo 

Consultivo, cualquiera que sea la representación que ejerzan, cumpli-

rán sus funciones ad honorem.

	 Artículo 38.- Integración. La Autoridad de Aplicación establecerá, de 

manera equitativa, el número de miembros y el procedimiento de integra-

ción del Consejo Consultivo con representantes de los siguientes sectores 

públicos y privados: 

a)	 Poder Ejecutivo de la provincia de Córdoba;

b)	 Poder Legislativo de la provincia de Córdoba; 

c)	 Entidades que conforman la Comisión de Enlace de Entidades Agrope-

cuarias -Regional Córdoba-; 

d)	 Universidades y organismos públicos o privados que tengan por objeto 

la investigación, formación o desarrollo tecnológico y científico en la temá-

tica regulada por la presente Ley, con sede en la provincia de Córdoba;

e)	 Representantes de los Consorcios Camineros Regionales; 

f)	 Asociación de Consorcios Camineros, y

g)	 Organizaciones agropecuarias y las de profesionales con personería 

jurídica cuya materia tenga vinculación directa con el objeto de esta Ley.
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	 Artículo 39.- Presidencia. El Consejo Consultivo es presidido por la 

Autoridad de Aplicación.

Capítulo V

Utilidad Pública

	 Artículo 40.- Declaración. Declárense de utilidad pública y sujetos a 

expropiación los bienes de cualquier naturaleza que sean necesarios para 

el cumplimiento de la presente Ley y, especialmente, los que deban utili-

zarse para el estudio, construcción, operación, conservación, explotación, 

seguridad, forestación, embellecimiento, reserva y servicio de los caminos 

rurales no pavimentados de la provincia de Córdoba.

Capítulo VI

Recursos de los Consorcios

	 Artículo 41.- Recursos. Los recursos de los Consorcios Camineros Re-

gionales, de los Consorcios Camineros y de los Consorcios de Gestión de 

Caminos y Suelos se integran con los siguientes aportes:

a) Las cuotas normales y extraordinarias que realicen los socios y adherentes;

b)	 El producido de toda obra y trabajo que realicen en su calidad de con-

sorcios camineros;

c)	 Los subsidios y donaciones en efectivo, equipos y materiales, que re-

ciban de instituciones públicas o privadas o de particulares, y

d)	 Todo otro recurso que obtengan en el cumplimento de sus fines.

Capítulo VII

Intervención, disolución, transformación y fusión de los Consorcios

	 Artículo 42.- Intervención. Los Consorcios Camineros Regionales, los 

Consorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos 

pueden ser intervenidos por la Autoridad de Aplicación mediante resolu-

ción fundada, en forma total o parcial, cuando se comprueben violaciones 

a la presente Ley, al Estatuto de los mismos o el incumplimiento de las 

obligaciones contraídas.

En caso de intervención total, todas las autoridades del Consorcio cesan 

en sus funciones y la Autoridad de Aplicación designa el o los interventores.

En caso de intervención parcial, la resolución especificará qué autorida-

des serán suspendidas o removidas, pudiendo la Autoridad de Aplicación 

designar uno o más interventores con facultades específicas, quienes ac-

tuarán de manera coordinada con las autoridades que permanezcan en 

sus funciones.

	 Artículo 43.-	 Interventor. La Autoridad de Aplicación designa uno o 

más interventores, quienes tienen las mismas atribuciones y deberes que 

la Comisión Directiva del Consorcio intervenido.

Asimismo, el interventor puede designar colaboradores técnicos a los fines 

de cumplir acabadamente con la función encomendada.

	 Artículo 44.- Carácter de la intervención. La intervención tiene carác-

ter transitorio y procura la normalización del Consorcio intervenido, se ex-

tenderá por un término no mayor de seis meses, a los efectos de convocar 

a una nueva elección de autoridades, el que puede ser ampliado mediante 

resolución fundada de la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.

En el supuesto de que no pueda producirse la normalización del mismo en 

el plazo establecido o que las causales que determinaron la intervención del 

Consorcio fueran de tal gravedad que impidan la continuidad del mismo, la 

Autoridad de Aplicación puede disponer la disolución de manera fundada.

Cuando el intervenido resulte ser un Consorcio Caminero o un Consorcio 

de Gestión de Caminos y Suelos la Autoridad de Aplicación puede disponer 

su disolución o bien su transformación en una Unidad Ejecutora de Obras.

	 Artículo 45.- Disolución. Los Consorcios Camineros Regionales, los 

Consorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos 

pueden ser disueltos mediante resolución fundada de la Autoridad de Apli-

cación cuando:

a)	 No cumplen con los objetivos previstos en la presente Ley y que moti-

varon su constitución;

b)	 Quede demostrada, a través de informes técnicos, la inoperancia del 

Consorcio en el lapso de un año o la inconveniencia económica o funcional 

manifiesta del mismo;

c)	 Así lo solicite la mayoría constituida por las tres cuartas partes de una 

Asamblea General convocada al efecto y por votación nominal;

d)	 Dos Asambleas consecutivas, convocadas al efecto, no renueven auto-

ridades por cualquier motivo, o

e)	 Se cumpla con lo dispuesto en el artículo 44 de la presente Ley. 

	 Artículo 46.- Responsabilidades. Liquidación. Declarada la disolución, 

subsisten las responsabilidades civiles y penales que pudieran correspon-

der a los miembros de la Comisión Directiva en forma personal y directa.

La Autoridad de Aplicación procederá a la liquidación del Consorcio Ca-

minero Regional, del Consorcio Caminero o del Consorcio de Gestión de 

Caminos y Suelos abonando los créditos impagos y depositando el saldo, 

si existiera, en una cuenta especial, el que será destinado al fomento de la 

actividad de los Consorcios.

La Autoridad de Aplicación adoptará las medidas necesarias para la ges-

tión de los contratos celebrados por el Consorcio disuelto, procurando la 

protección de los derechos de terceros de buena fe y la continuidad de los 

servicios, en caso de corresponder. La reglamentación establecerá el pro-

cedimiento específico para el tratamiento de estos vínculos contractuales.

La presente Ley no exime a la provincia de las responsabilidades que pudieran 

derivarse de la actuación de la Autoridad de Aplicación en su rol de control y 

fiscalización de los Consorcios, conforme a los principios del derecho público.

	 Artículo 47.- Disolución de las Unidades Ejecutoras de Obras. Las Uni-

dades Ejecutoras de Obras pueden ser disueltas por la Autoridad de Apli-

cación a pedido del Consorcio Caminero Regional o mediante resolución 

fundada de la referida cuando no cumplen con los objetivos previstos en la 

presente Ley y que motivaron su constitución.

Declarada la disolución, subsistirán las responsabilidades civiles y penales 

que pudieran corresponder a los miembros del Comité Ejecutivo en forma 

personal y directa.

Disuelta la Unidad Ejecutora, el Consorcio Caminero Regional al que 

haya pertenecido, reasumirá las funciones que le fueran encomenda-

das por dicha entidad.
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	 Artículo 48.- Fusión. Los Consorcios Camineros Regionales, los Con-

sorcios Camineros y los Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos pue-

den fusionarse en los siguientes casos:

a)	 Mediante solicitud presentada a la Autoridad de Aplicación por parte de 

las Comisiones Directivas de los Consorcios Camineros Regionales, Con-

sorcios Camineros y Consorcios de Gestión de Caminos y Suelos, siempre 

que dicha solicitud cuente con la aprobación de las Asambleas Generales 

Extraordinarias correspondientes. La resolución definitiva quedará a cargo 

de la Autoridad de Aplicación, y

b)	 Cuando así lo determine la Autoridad de Aplicación por resolución fun-

dada, a los fines de efectuar el reordenamiento de los Consorcios existen-

tes en cada región de la provincia.

	 Artículo 49.- Transformación. Los Consorcios Camineros y los Consor-

cios de Gestión de Caminos y Suelos pueden transformarse en Unidades 

Ejecutoras de Obras en los siguientes casos:

a)	 A solicitud de los miembros de la Comisión Directiva del Consorcio Ca-

minero o Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos, en virtud de la decisión 

adoptada mediante Asamblea General Extraordinaria convocada al efecto, pre-

via comunicación de la misma al Consorcio Caminero Regional al cual perte-

necen y mediante autorización expresa de la Autoridad de Aplicación, y

b)	 Por resolución fundada de la Autoridad de Aplicación, a los fines 

de efectuar el reordenamiento de los Consorcios existentes en cada 

región de la provincia.

	 Artículo 50.- Fusión especial. Los Consorcios de Conservación de Suelos 

pueden fusionarse con los Consorcios Camineros que funcionen en la juris-

dicción de aquellos, a pedido de los mismos y con acuerdo de la Autoridad de 

Aplicación o cuando ésta así lo determine por causas fundadas, todo conforme 

lo establezca la reglamentación y con miras al mejor aprovechamiento de los 

recursos y a la óptima gestión de las acciones previstas en la presente Ley.

Esta fusión implica la creación de un nuevo Consorcio de Gestión de Ca-

minos y Suelos con las facultades establecidas en la presente Ley y en la 

Ley Nº 8863.

Capítulo VIII

Responsabilidad y efectos de la intervención 

o disolución de los Consorcios

	 Artículo 51.- Responsabilidades. En los procesos de intervención o diso-

lución la Autoridad de Aplicación puede, en caso de corresponder, determinar 

las responsabilidades emergentes que se deriven en la faz administrativa de 

las acciones desarrolladas por los miembros de la Comisión Directiva de los 

distintos Consorcios, garantizando en todo momento el debido proceso y el 

derecho de defensa de los involucrados, previo sumario administrativo.

Los miembros de las Comisiones Directivas de los Consorcios Camineros 

Regionales, Consorcios Camineros y Consorcios de Gestión de Caminos 

y Suelos, a quienes se les haya adjudicado algún tipo de responsabili-

dad emergente conforme lo prescripto en el párrafo precedente, no pue-

den ocupar cargos de Comisiones Directivas de Consorcios Camineros 

Regionales, Consorcios Camineros o Consorcios de Gestión de Caminos y 

Suelos, por un plazo de seis años.

	 Artículo 52.- Efectos. La Autoridad de Aplicación con motivo de la in-

tervención o de la disolución de un Consorcio Caminero Regional, Consor-

cio Caminero o Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos, puede:

a)	 Asignar temporal o permanentemente los kilómetros de caminos ru-

rales no pavimentados que pertenezcan al Consorcio Caminero Regional, 

Consorcio Caminero o Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos, interve-

nido o disuelto, a otro Consorcio Caminero Regional, Consorcio Caminero 

o Consorcio de Gestión de Caminos y Suelos, que resulte más conveniente 

a los fines de no resentir el servicio de conservación de los mismos, y

b)	 Establecer las medidas que resulten necesarias a los fines de garantizar el 

cumplimiento de la presente Ley y de las obligaciones que surgen de la misma.

La disolución de un Consorcio Caminero Regional implica la disolución de 

las Unidades Ejecutoras de Obras que pertenecen a este.

Capítulo IX

Protección y tránsito de los caminos rurales no pavimentados

	 Artículo 53.- Protección. El Sistema de Gestión Integral de Caminos 

Rurales No Pavimentados de la provincia de Córdoba implementará accio-

nes destinadas a proteger estos caminos, garantizando así su adecuada 

transitabilidad y la reparación oportuna de cualquier daño que sufran.

	 Artículo 54.- Prohibición. Queda prohibido el tránsito en los Caminos 

Rurales No Pavimentados de la provincia de Córdoba, en condiciones cli-

máticas adversas, de cualquier tipo de vehículo o maquinaria que produz-

ca una huella de quince centímetros (15 cm) o supere el peso de dos mil 

kilogramos (2 000 kg), así como el tránsito de hacienda o arreos de anima-

les en general, que originen daños de cualquier índole al camino.

	 Artículo 55.- Duración. La prohibición establecida en el artículo 54 de 

la presente Ley tiene un plazo mínimo de duración de veinticuatro horas 

desde el cese del fenómeno climático adverso y puede ser ampliado por la 

Autoridad de Aplicación.

	 Artículo 56.- Excepción. Quedan exceptuados de la prohibición estable-

cida en el artículo 54 de esta norma el transporte de la producción láctea, el 

transporte escolar, las ambulancias, los vehículos oficiales de las fuerzas arma-

das, fuerzas de seguridad nacionales y provinciales, bomberos, Defensa Civil, 

servicios de atención de emergencias de las redes eléctricas y otros vehículos 

particulares por causales de urgencias o necesidad impostergables.

En el supuesto de que el plazo establecido en el artículo 55 de la presente 

Ley se extienda por más de veinticuatro horas, la Autoridad de Aplicación 

podrá autorizar el tránsito de vehículos que transporten producción agro-

pecuaria conforme los requisitos y condiciones que la misma establezca.

	 Artículo 57.- Sanciones. En los supuestos de inobservancia de la pro-

hibición establecida en el artículo 54 de esta Ley, la Autoridad de Aplica-

ción, previo sumario administrativo, aplicará una multa a los infractores.

	 Artículo 58.- Multas. El valor de la multa se determina en Unidades 

Fijas, denominadas U.F., y cada U.F. equivale al menor precio de venta al 

público de un litro de nafta súper.

El monto de la multa se fijará entre cien (100) y cinco mil (5000) U.F., de-
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biendo incluirse su equivalente en dinero calculado a la fecha del dictado 

del instrumento legal correspondiente.

La falta de pago de la multa impuesta en el plazo establecido, devengará inte-

reses moratorios desde el día siguiente al vencimiento de la misma y hasta el 

momento de su efectivo pago. A tal fin será de aplicación la tasa establecida 

para los intereses moratorios determinada por el Código Tributario Provincial 

Ley Nº 6006 (T.O. Dto. 550/2023) y sus modificatorias o la que la sustituya.

	 Artículo 59.- Reincidencia. Se considera reincidente al infractor que 

comete una nueva falta habiendo sido sancionado anteriormente dentro 

de un plazo no superior a un año. La reincidencia implica el aumento de la 

multa en un cien por ciento (100%). 

	 Artículo 60.- Procedimiento. El sumario administrativo puede iniciarse 

de oficio, por denuncia de particulares o de cualquiera de los organismos 

alcanzados por esta Ley.

Iniciado el sumario administrativo, la Autoridad de Aplicación corre traslado 

de la imputación, con la individualización del presunto infractor y la descrip-

ción de la conducta irregular que se le atribuye con todos los elementos 

que la sustenten.

El presunto infractor puede en el plazo de cinco (5) días hábiles realizar 

descargo y ofrecer toda la prueba que haga a su derecho, la que será pro-

ducida en un plazo de veinte (20) días hábiles.

Determinada la existencia de la falta cometida, la Autoridad de Aplicación 

dispone la aplicación de la sanción mediante el instrumento legal corres-

pondiente y su notificación fehaciente al infractor.

	 Artículo 61.- Recaudación. Los fondos que se perciban con motivo 

de la imposición de multas serán recaudados conjuntamente con el Im-

puesto Inmobiliario Rural o a través de los medios que se determinen en 

la reglamentación de la presente Ley e ingresarán al Fideicomiso para el 

Desarrollo Agropecuario (FDA).

Capítulo X

Disposiciones Complementarias

	 Artículo 62.- Modifícase el artículo 2º de la Ley Nº 8555 -Régimen Legal 

de la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 2º.- Objeto: La Dirección de Vialidad tiene por objeto la planifica-

ción, estudio, proyecto, construcción, conservación, mejoramiento, explo-

tación, modificación y/o mantenimiento de la red general de caminos y del 

sistema de autovías, carreteras y nudos viales de la provincia de Córdoba, 

con excepción de los Caminos Rurales No Pavimentados, y asesorar al 

Poder Ejecutivo en todos aquellos convenios referidos a la consecución de 

sus fines con entes nacionales, provinciales o municipales.

La Dirección de Vialidad ejerce, en el ámbito de sus competencias, facultades 

de policía administrativa en la red general de caminos y sus obras complemen-

tarias, con excepción de los Caminos Rurales No Pavimentados, con el fin de 

asegurar el cumplimiento de las disposiciones de esta norma.”

	 Artículo 63.- Modifícase el inciso b) del artículo 3º de la Ley Nº 8555 

-Régimen Legal de la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la 

siguiente manera:

“b)	 Estudiar, proyectar, construir, modificar, conservar o mejorar y explotar 

por sí o por terceros, la red caminera provincial, con excepción de los Ca-

minos Rurales No Pavimentados.”

	 Artículo 64.- Modifícase el inciso d) del artículo 3º de la Ley Nº 8555 

-Régimen Legal de la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la 

siguiente manera:

“d)	 Hacer cumplir la totalidad de las disposiciones legales y reglamentarias 

en materia vial y de tránsito en la red caminera de la provincia de Córdoba, 

con excepción de los Caminos Rurales No Pavimentados. Al respecto, deberá 

proponer las normas sobre carga y dimensión de vehículos que transiten sobre 

la red caminera de la provincia, con excepción de los Caminos Rurales No 

Pavimentados; con facultades para aplicar multas y retención de vehículos.”

	 Artículo 65.- Derógase el inciso e) del artículo 3º de la Ley Nº 8555 

-Régimen Legal de la Dirección de Vialidad-.

	 Artículo 66.- Modifícase el inciso d) del artículo 5º de la Ley Nº 8555 

-Régimen Legal de la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la 

siguiente manera:

“d) Hacer cumplir todas las disposiciones legales y reglamentarias de índo-

le vial y en materia de tránsito, estando facultado para requerir el auxilio de 

la fuerza pública y orden de allanamiento en los casos que fuera necesario 

para dichos fines. Al respecto, propondrá las normas sobre carga y dimen-

siones de vehículos que transiten sobre la red caminera, con excepción de 

los Caminos Rurales No Pavimentados de la provincia con facultades para 

aplicar multas y/o retención de los vehículos.”

	 Artículo 67.- Modifícase el artículo 9º de la Ley Nº 8555 -Régimen Legal de 

la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 9º.- Red Caminera: La Dirección de Vialidad establecerá las condicio-

nes generales del trazado y ancho de los caminos provinciales, pertenecientes 

a la Red Primaria y a la Red Secundaria; asimismo definirá las condiciones 

para la realización de las obras o trabajos que se realicen sobre red caminera 

provincial, en ambos casos con excepción de los Caminos Rurales No Pavi-

mentados de la provincia de Córdoba. A tales fines se entiende por:

 

a)	 Caminos de Red Primaria provincial aquellos que tiendan a conectar a 

los grandes núcleos urbanos y cabeceras departamentales, a la vez que 

vinculen los centros productores y de destinos de la producción. Esta red 

funcionará con carácter complementario de la red troncal nacional; 

b)	 Caminos de la Red Secundaria provincial tendrán carácter comple-

mentario de los anteriores y deberán satisfacer las necesidades de la zona 

o regiones, cuya actividad económica supone una jerarquía menor que la 

de las áreas servidas por la red primaria, y 

c)	 Caminos de la Red Terciaria vecinal deben cubrir las necesidades de 

transporte derivados de las actividades realizadas en las proximidades de 

asentamiento de cualquier nivel. 
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Pertenecerán también a las distintas redes mencionadas aquellos caminos 

que se construyan bajo regímenes de fomento agrícola, ganadero, turístico 

o minero, que cubran las necesidades de la zona cuya integración interese 

desarrollar con vinculación a cualquier camino de la red.”

	 Artículo 68.- Modifícase el artículo 20 de la Ley Nº 8555 -Régimen Legal 

de la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 20.- Propiedad de los caminos: los caminos provinciales, así como 

sus ensanches y obras complementarias serán de propiedad exclusiva de 

la provincia de Córdoba. 

La Dirección de Vialidad gestionará la anotación del dominio correspon-

diente a estas tierras previa cesión, compra o expropiación de las mismas, 

siempre que en estas no se proyecten Caminos Rurales No Pavimentados.”

	 Artículo 69.- Modifícase el artículo 22 de la Ley Nº 8555 -Régimen Legal 

de la Dirección de Vialidad-, el que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 22.- Construcciones: en caso de construcción de accesos 

posteriores a la ejecución de caminos provinciales, con excepción de 

los Caminos Rurales No Pavimentados de la provincia de Córdoba, 

los frentistas no podrán ejecutar éstos sin la previa autorización de la 

Dirección de Vialidad, la que fijará, vía resolutiva mediante, los tipos de 

obras y normas técnicas a seguir y podrá recabar el auxilio de la fuerza 

pública a fin de deshacer toda obra no autorizada.

La Dirección de Vialidad podrá emplazar a los propietarios frentistas para 

que realicen las obras ordenadas, vencido este plazo, podrá construirlas a 

cuenta del remiso.”

	 Artículo 70.- Derogación. Deróganse la Leyes Nros. 4924 y 6233, 

y toda disposición que se oponga a la presente norma, a partir de su 

entrada en vigencia.

Capítulo XI

Disposiciones Finales

	 Artículo 71.- Personal de Vialidad. El personal que, al momento de 

sanción de esta Ley, pertenezca a la Dirección de Vialidad de la pro-

vincia de Córdoba y que desarrolle tareas en el marco del Sistema de 

Gestión Integral de Caminos Rurales No Pavimentados, mantendrá el 

régimen legal establecido en la Ley Nº 8555, el Decreto Nº 545/2022 y 

el Convenio Colectivo de Trabajo Nº 572/2009, manteniendo el encua-

dramiento sindical de la actividad vial.

	 Artículo 72.- Cláusula transitoria. Los Consorcios que, al momento de 

sanción de esta Ley, funcionan conforme lo establecido en la Ley Nº 6233, 

deben organizarse de acuerdo al Sistema de la presente norma dentro del 

plazo máximo de trescientos sesenta y cinco días desde de la publicación 

de su reglamentación.

	 Artículo 73.- Interpretación. Todo conflicto normativo relativo a la 

aplicación de la presente Ley debe interpretarse y resolverse en bene-

ficio de la misma.

Toda referencia a la Ley Nº 6233 que, al momento de la entrada en vigen-

cia de la presente norma, existiere en el marco de otras leyes o disposi-

ciones, debe interpretarse y aplicarse de acuerdo a las previsiones de este 

cuerpo normativo y teniendo en consideración la intención de la autoridad 

que oportunamente dispuso las mismas.

	 Artículo 74.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial debe re-

glamentar la presente Ley en un plazo de ciento ochenta días contados a 

partir de su promulgación.

	 Artículo 75.- Vigencia. La presente Ley entrará en vigencia en las for-

mas y plazos que establezca su reglamentación.

	 Artículo 76.- De forma. Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

DADA EN LA CIUDAD DE CÓRDOBA, A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE 

AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTICINCO.

FDO.: MYRIAN BEATRIZ PRUNOTTO, VICEGOBERNADORA - GUILLERMO CAR-

LOS ARIAS, SECRETARIO LEGISLATIVO

Decreto N° 202

Córdoba, 3 de septiembre de 2025

Téngase por Ley de la Provincia Nro. 11.059, cúmplase, protocolícese, co-

muníquese, publíquese en el Boletín Oficial, archívese.

FDO.: MARTIN MIGUEL LLARYORA, GOBERNADOR - SERGIO BUSSO, MINISTRO 

DE BIO AGROINDUSTRIA - JORGE EDUARDO CORDOBA, FISCAL DE ESTADO

Decreto N° 203

Córdoba,3 de septiembre de 2025

VISTO: el Expediente Digital N° 0011-066282/2025 del registro de la Jefa-

tura del Servicio Penitenciario de Córdoba dependiente del Ministerio de 

Justicia y Trabajo.

Y CONSIDERANDO:

	 Que por las presentes actuaciones se gestiona la designación de la 

Alcaide Mayor Arquitecta Carina Vanina Evelyn CARRIZO en el cargo de 

Directora General de Tratamiento Penitenciario y Obras del Servicio Peni-

tenciario de Córdoba.

	 Que insta la presente gestión la señora Jefa del Servicio Penitenciario 

de Córdoba, fundamentándola en estrictas razones de servicio y acompa-

ñando la documentación que da cuenta que la persona propuesta reúne 

las condiciones requeridas para el desempeño del cargo en cuestión.

	 Que obran en autos antecedentes personales, curriculares y académi-

cos de la señora CARRIZO.

	 Que el departamento Personal de la Repartición de referencia informa 
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que el cargo, cuya cobertura se pretende, se encuentra vacante desde el 6 

de diciembre de 2023, fecha en que fue aceptada la renuncia de su anterior 

titular mediante Decreto N° 2084/2023.

	 Que por su parte la Dirección de Administración de la Institución da 

cuenta de la partida presupuestaria con que se atenderá el gasto que im-

porta la designación que se insta.

	 Que luce el Visto Bueno de los señores Secretario de Organización 

Penitenciaria y Ministro de Justicia y Trabajo a lo gestionado en autos.

	 Que atento a lo relacionado, procede en la instancia designar a la se-

ñora Carina Vanina Evelyn CARRIZO en el cargo propuesto, encuadrando 

la gestión en las disposiciones de los artículos 56 inciso c), 70 inciso c) y 

73 de la Ley N° 9235 y sus modificatorias, y artículo 2° de la Ley N° 11045. 

	 Por ello, actuaciones cumplidas, normativa citada, lo dispuesto por el 

artículo 18 de la Ley N° 8575, lo dictaminado por la Dirección General de 

Asuntos Legales del Ministerio de Justicia y Trabajo al N° 2025/00000331, 

por Fiscalía de Estado bajo N° 190/2025 y en uso de atribuciones conferi-

das por el artículo 144, incisos 1° y 10°, de la Constitución Provincial; 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA

DECRETA:

	 Artículo 1º.- DESÍGNASE, a partir de la fecha de este instrumento 

legal, a la Alcaide Mayor Arquitecta Carina Vanina Evelyn CARRIZO, D.N.I. 

N° 24.556.066, en el cargo de Directora General de Tratamiento Peniten-

ciario y Obras del Servicio Penitenciario de Córdoba, en la órbita del Minis-

terio de Justicia y Trabajo.

	 Artículo 2º.- El presente Decreto será refrendado por los señores Mi-

nistro de Justicia y Trabajo y Fiscal de Estado.

	 Artículo 3º.- PROTOCOLÍCESE, comuníquese, dese al Servicio Peni-

tenciario de Córdoba, publíquese en el Boletín Oficial y archívese.

FD.O: MARTIN MIGUEL LLARYORA, GOBERNADOR - JULIAN MARÍA LÓPEZ, MINIS-

TRO DE JUSTICIA Y TRABAJO - JORGE EDUARDO CORDOBA, FISCAL DE ESTADO 

MINISTERIO DE BIOAGROINDUSTRIA

Resolución N° 341

Córdoba, 4 de septiembre de 2025

VISTO: La necesidad de tomar acciones de protección de los cultivos sen-

sibles a la volatilización y deriva de los herbicidas hormonales. 

Y CONSIDERANDO: 

	 Que la Ley N° 8820 prohíbe el uso de los herbicidas ácido 2,4 dicloro-

fenoxiacético en su formulación como éster y ácido 2,4 diclorofenoxibutíri-

co en su formulación como éster con fines fitosanitarios. 

	 Que el Ministerio de Bioagroindustria es autoridad de aplicación de la 

mencionada Ley y tiene entre sus competencias la capacidad de determi-

nar las áreas donde la prohibición será efectiva. 

	 Que, asimismo, este Ministerio es autoridad de aplicación de la Ley 

Provincial N° 9164 (Productos Químicos o Biológicos de Uso Agropecuario) 

que contempla dentro de sus objetivos, la protección de la salud humana, 

los recursos naturales, la producción agropecuaria y el patrimonio de ter-

ceros de los posibles daños causados por usos que contravengan la ley 

y su reglamentación, contribuyendo así, al desarrollo sustentable y a la 

disminución del impacto ambiental.

	 Que mediante Resolución N° 112/2016, registro del entonces Ministerio 

de Agricultura y Ganadería, se prohibió el uso y aplicación, de los her-

bicidas ácido 2,4 diclorofenoxiacético en formulaciones ésteres butílicos 

e isobutilicos; cualquiera sea la modalidad a utilizarse (aérea, terrestre o 

manual), en todo el territorio de la Provincia de Córdoba en el período 

comprendido entre el 01 de Agosto al 31 de Marzo correspondiente a cada 

campaña productiva.

	 Que la volatilización y deriva de los herbicidas hormonales, especial-

mente el 2,4-D, es un fenómeno físico donde un producto se convierte en 

gas después de su aplicación, mientras que la deriva se refiere a la disper-

sión de las gotas de aplicación por el viento.

	 Que, el éster etilhexílico del 2,4-D, es una formulación conocida por su 

potencial de volatilización, que en determinadas condiciones climáticas y en 

cierta época del año, dicho compuesto se predispone aún más a la exposición 

por volatilización y/o deriva, lo que pese a que sean de muy baja concentración 

producen efectos negativos, principalmente sobre el cultivo de vid. 

	 Que, el período de mayor volatilidad es el comprendido entre agosto y 

marzo, coincidente con el período de mayor sensibilidad de estos cultivos, 

que están en pleno crecimiento vegetativo y reproductivo. 

	 Que, en este sentido prohibir la utilización del éster etilhexílico del  2,4-

D reduce el riesgo de daños por fitotoxicidad, evitando así una disminución 

de la producción.

	 Que la delimitación de ciertas pedanías en los departamentos Cala-

muchita, Colón y Santa Maria es agronómicamente relevante, ya que son 

zonas con una alta concentración de cultivos sensibles a los herbicidas 

hormonales, especialmente la vid.

	 Que, en consecuencia, resulta necesario prohibir desde el 1 de agosto 

al 31 de marzo de cada ciclo productivo el uso y aplicación aérea, terrestre, 

mecánica o manual del principio activo: Acido 2,4-D en su formulación és-

ter etilhexílico en diversas pedanías.

	 Que, encontrándose iniciada la Campaña Productiva 2025/2026 y a los 
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fines de lograr una mejor implementación de lo propuesto resulta necesario 

establecer la prohibición que se persigue, para la mencionada campaña, a 

partir del 15 de septiembre de 2025, extendiéndose hasta el 31 de marzo 

de 2026, por única vez y de manera excepcional.

	 Por ello, las disposiciones de la Ley N° 8820, la Ley N° 9164 y su De-

creto Reglamentario N° 132/05

EL MINISTRO DE BIOAGROINDUSTRIA

RESUELVE:

	 Artículo 1º PROHIBIR desde el 1 de agosto al 31 de marzo de cada ciclo 

productivo el uso y aplicación aérea, terrestre, mecánica o manual en todos los 

cultivos del principio activo: Acido 2,4-D en su formulación éster etilhexílico en 

las pedanías de los departamentos Calamuchita, Colón y Santa María de la 

Provincia de Córdoba que se indican en el anexo I de la presente.  

	 Artículo 2° DISPONER que la prohibición establecida en el artículo 

precedente, será efectiva por única vez y de manera excepcional para la 

Campaña Productiva 2025/2026 a partir del 15 de septiembre de 2025 y 

hasta el 31 de marzo de 2026. 

	 Artículo 3° INSTRÚYASE a la Secretaría de Agricultura y Recursos 

Naturales y a la Dirección General de Fiscalización y Control a dar amplia 

difusión a lo establecido en la presente Resolución.

	 Artículo 4° PROTOCOLÍCESE, comuníquese, publíquese en el Bole-

tín Oficial y archívese.

FDO.: SERGIO SEBASTIAN BUSSO, MINISTRO DE BIOAGROINDUSTRIA

ANEXO

MINISTERIO DE GOBIERNO

Resolución N° 158

Córdoba,  4 de septiembre de 2025

VISTO: el Expediente Letra “V” Nº 7/2025 del registro del Tribunal de Disci-

plina Notarial de la Provincia de Córdoba.

Y CONSIDERANDO:	

	 Que en las presentes actuaciones el Escribano Ezequiel Alfredo VIGLIAN-

CO, solicita a su favor la titularidad del Registro Notarial N° 112, con asiento en 

la ciudad de La Carlota, Departamento Juárez Celman de esta Provincia.

	 Que el Tribunal de Disciplina Notarial informa con fecha 25 de agos-

to de 2025, que el Escribano Ezequiel Alfredo VIGLIANCO fue designado 

Adscripto al Registro Notarial cuya titularidad pretende, mediante Decreto 

del Poder Ejecutivo Provincial N° 718, de fecha 27 de junio de 2022, pres-

tando Juramento de Ley el día 18 de julio de ese mismo año, y permane-

ciendo en sus funciones hasta el día 20 de agosto de 2025, fecha en la 

que se aceptaron las renuncias presentadas por los Escribanos María del 

Carmen Iraci a la titularidad de aquél, para acogerse a los beneficios de la 

jubilación ordinaria, y del compareciente a los fines peticionados, dejando 

constancia  que el mismo no cuenta con sanción disciplinaria alguna.

	 Que tanto el Colegio de Escribanos de la Provincia, como el Tribunal de 

Disciplina Notarial se expiden favorablemente respecto a la petición de autos.

	 Por ello, actuaciones cumplidas, lo dispuesto por los artículos 17, 29 

y 33 de la Ley Nº 4183 (T.O. Decreto N° 2252/75) y sus modificatorias, lo 

dictaminado por la Dirección General de Legales de esta cartera con el N° 

191/2025, y las previsiones contenidas en el artículo 7 inciso a) del Decreto 

N° 2449/2023;

EL MINISTRO DE GOBIERNO

RESUELVE 

	 Artículo 1º.- DESÍGNASE al Notario Ezequiel Alfredo VIGLIANCO, 

D.N.I. Nº 25.643.772 –Clase 1977-, Matrícula Profesional N° 2310, como 

Escribano Titular del Registro Notarial Nº 112, con asiento en la ciudad de 

La Carlota, Departamento Juárez Celman, de esta Provincia de Córdoba.

 

	 Artículo 2°.-  PROTOCOLÍCESE, comuníquese, dese  intervención  al  

Tribunal   de Disciplina Notarial, al Colegio de Escribanos de la Provincia 

de Córdoba, publíquese en el Boletín Oficial y archívese.

FDO. MANUEL FERNANDO CALVO, MINISTRO DE GOBIERNO

Resolución N° 159

Córdoba, 4 de septiembre de 2025

VISTO: el Expediente Letra “A” N° 8/2025 del registro del Tribunal de Disci-

plina Notarial de la Provincia de Córdoba.

Y CONSIDERANDO: 

	 Que en las presentes actuaciones el Escribano Daniel Fernando ABAT, 

Titular del Registro Notarial N° 159, con asiento en la localidad de La Cum-

bre, Departamento Punilla, propone la designación de la Notaria Guada-

lupe NAZAR, Matrícula Profesional N° 2661, en calidad de Adscripta al 

mencionado Registro.

	 Que obra la petición del Escribano Titular y la conformidad de la pro-

puesta como Adscripta, adjuntándose sus datos personales y profesionales.

	 Que el Tribunal de Disciplina Notarial informa con fecha 28 de agosto 

de 2025, que por Resolución del Ministerio de Gobierno N° 113, de fecha 

12 de mayo de 2025, el Escribano Daniel Fernando ABAT, fue designado 

Titular del Registro Notarial N° 159 con asiento en la localidad de La Cum-

bre, prestando juramento de ley el día 21 de mayo de ese mismo año, y 

continuando con el ejercicio de sus funciones notariales en forma ininte-

rrumpida hasta el día de la fecha. Asimismo, se señala que la Escribana 

Guadalupe NAZAR no es Titular ni Adscripta de ningún Registro Notarial.

http://boletinoficial.cba.gov.ar/wp-content/4p96humuzp/2025/09/75048.pdf
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	 Que tanto el Colegio de Escribanos de la Provincia de Córdoba como 

el Tribunal de Disciplina Notarial se expiden favorablemente respecto a la 

petición de autos.

	 Por ello, actuaciones cumplidas, lo dispuesto por los artículos 17 y 25 de 

la Ley Nº 4183, modificada por la Ley N° 6276, lo dispuesto en el artículo 7 

inciso a) del Decreto N° 2449/2023 y lo dictaminado por la Dirección General 

de Legales de este Ministerio con el N° 190/2025 y en uso de sus atribuciones;

EL MINISTRO DE GOBIERNO

RESUELVE

	 Artículo 1°. - DESÍGNASE a la Escribana Guadalupe NAZAR, D.N.I. 

N° 36.232.621 - Clase 1992-, Matrícula Profesional N° 2661, como Adscrip-

ta al Registro Notarial N° 159 con asiento en la localidad de La Cumbre, 

Departamento Punilla de esta Provincia.

	 Artículo 2°. - PROTOCOLÍCESE, comuníquese, dese intervención al 

Tribunal de Disciplina Notarial, al Colegio de Escribanos de la Provincia de 

Córdoba, notifíquese, publíquese en el Boletín Oficial y archívese.

FDO. MANUEL FERNANDO CALVO, MINISTRO DE GOBIERNO

TRIBUNAL DE CUENTAS

Resolución N° 105

Córdoba, 02 Septiembre de 2025

VISTO:  La Ley N° 10.618 de Simplificación y Modernización de la Adminis-

tración de la Provincia de Córdoba y las facultades conferidas por la Ley Nº 

10.930 del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Córdoba.

Y CONSIDERANDO:

	 Que, la Ley N.º 10618 establece las bases para la modernización 

y digitalización de la administración pública provincial, impulsando el 

uso de tecnologías como la administración electrónica, el expediente 

digital y la notificación electrónica, con el fin de lograr una gestión más 

eficiente y transparente.

	 Que, en concordancia con dichos principios, este Tribunal de Cuentas 

promueve la incorporación de herramientas tecnológicas y de Inteligen-

cia Artificial (IA) para optimizar sus tareas, automatizar procesos, analizar 

grandes volúmenes de datos y mejorar el control del gasto público.	

	 Que, la IA, entendida como la capacidad de sistemas informáticos 

para realizar tareas complejas mediante algoritmos, aporta beneficios 

significativos en términos de eficiencia, precisión y reducción de erro-

res en la gestión administrativa.

	 Que, tanto organismos internacionales como la OCDE y la UNES-

CO, como también normativa provincial, Ley N°11015 modificatoria del 

Código Tributario Provincial y la Resolución N° 135/2025 Letra D del 

Ministerio de Infraestructura y Servicios Públicos, incorporan y pro-

mueven la utilización de esta herramienta.

	 Que, en ese marco, este Tribunal considera necesario fomentar la 

adopción progresiva de estas herramientas tecnológicas, en línea con 

estándares internacionales y principios de ciberseguridad y protección 

de datos personales.

	 Que, dado el volumen de la documentación que se gestiona diariamente 

en este Organismo de Control del Gasto Público, se vuelve indispensable incor-

porar tecnología que permita optimizar los procesos administrativos.

	 Que, en ese sentido, se avanza en el desarrollo de soluciones tecno-

lógicas innovadoras, previéndose la incorporación gradual de funcionalida-

des de Inteligencia Artificial (IA) y Aprendizaje Automático (Machine Lear-

ning – ML) en el sistema TRIDI.

	 Que, como primer paso, se implementó una solución basada en IA 

bajo el enfoque de Producto Mínimo Viable (MVP) (en colaboración con la 

Universidad Tecnológica Nacional) (UTN), orientada al análisis de docu-

mentación crítica contenida en los expedientes de rendiciones de gastos, 

que se tramitan en las diversas áreas dependientes de la Secretaría de 

Fiscalización Presupuestaria.

	 Que, en el marco de lo mencionado en el párrafo anterior, se dispone 

de una primera versión de un proceso automático asistido por inteligencia 

artificial, el cual ha sido  diseñado específicamente para brindar apoyo a 

las áreas internas involucradas, permitiendo dar apoyo y complementar el 

trabajo manual de los agentes mediante un análisis preliminar automático 

de documentos, centrándose en la detección y verificación documental bá-

sica con un control matemático acorde al primer nivel de análisis.

	 Asimismo, y a los fines de su implementación, resulta fundamental de-

sarrollar políticas de capacitación y formación destinadas a los agentes, 

para el uso eficiente y responsable de esta tecnología, a fin de obtener los 

resultados perseguidos.

	 Por ello, y en virtud de las facultades conferidas por la Ley N° 10.930, 

en acuerdo plenario;

EL TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

RESUELVE:

	 I.	 AUTORIZAR la implementación y desarrollo, de manera gradual 

y progresiva, de un sistema basado en Inteligencia Artificial (IA), en el ám-

bito del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Córdoba, como herramienta 

coadyuvante para el análisis automatizado de documentación crítica en 

expedientes de rendiciones de gastos y demás áreas dependientes de la 
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Secretaría de Fiscalización Presupuestaria, en su primera fase bajo la mo-

dalidad de Producto Mínimo Viable (MVP), conforme a lo descripto en los 

considerandos de la presente.

	 II.	 DISPONER que, en una primera instancia, la implementación 

se ejecutará en todas las áreas dependientes de la Secretaría de Fisca-

lización Presupuestaria, con la siguiente distribución: la Fiscalía General 

utilizará esta herramienta en los procesos de control y gestión contable, la 

Dirección de Jurisdicción de Rendición de Cuentas en el estudio y análisis 

de las rendiciones de cuentas y la Dirección de Jurisdicción de Auditoría en 

los procesos de control por Auditoría. 

	 III.	 IMPULSAR programas de capacitación y formación de los 

agentes del Tribunal de Cuentas para el uso, desarrollo e implementa-

ción de tecnologías de Inteligencia Artificial, incluyendo la comprensión 

de sus implicaciones éticas, la privacidad de los datos y la mitigación 

de sesgos algorítmicos. 

	 IV.	 DESIGNAR a la Dirección de Jurisdicción de Gestión de Pro-

yectos de este Tribunal de Cuentas como Área Coordinadora del uso de la 

Inteligencia Artificial, con la función de diseñar, implementar, supervisar y 

evaluar las políticas y proyectos relacionados con la IA en el organismo, así 

como de asesorar en materia de estándares y mejores prácticas. 

	 V.	 PROTOCOLÍCESE, comuníquese, publíquese en el Boletín Ofi-

cial y archívese.

FDO: MARIA FERNANDA LEIVA, PRESIDENTE - BELTRAN CORVALAN, VOCAL 

MAYORIA - SILVINA RIVERO, VOCAL MINORIA - LUCIANA A. SIGNORINI, SECRE-

TARIA DE FISCALIZACION LEGAL.


